LA TRANSPARENCIA EN LA PLANIFICACION Y
GESTION DEL SUELO!) (*)

MARIA FUENSANTA GOMEZ MANRESA

SUMARIO: I. LA TRANSPARENCIA COMO EXIGENCIA DEL DERECHO COMU-
NITARIO Y FACTOR DETERMINANTE DE LA SOSTENIBILIDAD URBANISTICA Y
AMBIENTAL.— II. LA TRANSPARENCIA ADMINISTRATIVA EN EL URBANISMO Y
SU CONEXION CON LOS DERECHOS DE INFORMACION Y PARTICIPACION
CIUDADANA.— lll. LA TRANSPARENCIA ADMINISTRATIVA EN MATERIA AMBIENTAL
Y SU RELACION CON LOS DERECHOS DE ACCESO A LA INFORMACION Y DE
PARTICIPACION PUBLICA.— IV.. LA CONTRIBUCION DE LOS MEDIOS ELECTRO-
NICOS, TELEMATICOS E INFORMATICOS A LA TRANSPARENCIA DE LAS ADMI-
NISTRACIONES PUBLICAS.— BIBLIOGRAFIA.

RESUMEN: Este trabajo se ocupa del marco juridico, urbanistico y ambiental,
relativo a la transparencia como condicionante de los derechos de informacién y
participacién ciudadana en la planificacién y gestién del suelo. En relacién a estos
derechos se aborda, como no podia ser de otro modo, la utilidad de la implantacién
de las tecnologias de la informacién y la comunicacién en el sector piblico, en
la medida que facilitan el ejercicio de derechos y el cumplimiento de deberes por
medios electrénicos, asi como el acceso de los ciudadanos por los citados cauces
a la informacién y a los distintos procedimientos administrativos en términos de
sostenibilidad econémica y ambiental.

Palabras clave: transparencia; informacién; participacién civdadana; urba-
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ABSTRACT: this paper examines the legal regulation of environmental and
urban development openness as a key point to properly exercise the right to infor-
mation and citizens” participation in town planning and land use. Special attention
is paid to the utility of the new technologies of information and communication in

(*) Trabajo recibido en esta Revista el 30 de noviembre de 2009 y evaluado favorablemente
para su publicacién el 10 de diciembre de 2009.

(**) Este articulo ha sido realizado en el marco del Proyecto «El control de la integri-
dad de los representantes piblicos en Espafia» del Ministerio de Ciencia e Innovacién (CSO

2008-03663/CPOL).
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the public sector since they ease the exercise of rights and fulfillment of duties by
electronic means. It is also subject of analysis the access to information through the
mentioned means as well as the different administrative procedures, always from a
sustainable economy and sustainable environmental development point of view.

Key words: transparency; information; citizens” participation; town planning;
environment; TICs.

Es conveniente poner de manifiesto que la falta de un andlisis de las
implicaciones ambientales de las decisiones politicas y la ausencia de
una planificacién sistemética e integrada del entorno urbano producen
graves consecuencias para el medio ambiente y para la economia de la
ciudad y los ciudadanos. La planificacién y gestién del suelo en términos
de sostenibilidad reclama un proceso de toma de decisiones abierto en el
que todos los protagonistas (autoridades nacionales, regionales y locales;
ciudadanos; organismos de representacién local; ONG; universidades; y
empresas) colaboren con el fin de integrar las consideraciones funcionales,
ambientales y de calidad aptas para proyectar y planificar un entorno
edificado que trate el suelo como un recurso valioso. A tales efectos, es
imprescindible la debida transparencia en la actuacién e informacién de
los poderes piblicos en aras a posibilitar el ejercicio de acciones y la
intervencién en los distintos procesos urbanisticos y ambientales.

1. LA TRANSPARENCIA COMO EXIGENCIA DEL DERECHO COMU-
NITARIO Y FACTOR DETERMINANTE DE LA SOSTENIBILIDAD
URBANISTICA Y AMBIENTAL

Es necesario comenzar puntualizando que, al margen de la normativa
y de documentos comunitarios de diversa indole, se han producido pronun-
ciamientos en el seno de la Unién Europea en los que se ha criticado la
planificacion y la gestion urbanistica y ambiental llevada a cabo en Espaiia
en los Gltimos afos. A este respecto, es de destacar que el Informe Fortou
denuncié determinados excesos sobre el medio ambiente y el derecho de
propiedad privada, y resalté el hecho de que algunos tuvieran su origen
en la préctica convencional que, realizada en algunos casos en un marco
opaco, habia funcionado como desencadenante de la desnaturalizacion del
planeamiento y de la proliferacién de urbanizaciones privadas al margen
de la ciudad existente.
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El citado informe, en su momento, declaré la incompatibilidad de parte
de la normativa urbanistica referida a la adjudicacién del contrato de obra
urbanizadora con la Directiva 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del
Consejo de 31 de marzo de 2004, de coordinacién de los procedimientos
de adjudicacién de los contratos piblicos de obras, de suministro y de
servicios, que desarrolla los articulos 47.2, 55 y 95 del Tratado constitu-
tivo de la Comunidad Europea. La mencionada norma se produjo ante la
conveniencia de refundir en un Gnico texto, por motivos de claridad, las
nuevas modificaciones de las Directivas del Consejo 92/50/CEE de 18
de junio de 1992, 93/36/CEE y 93/37/CEE de 14 de junio de 1993,
relativas a la coordinacién de los procedimientos de adjudicacién de los
contratos plblicos de servicio, suministro y obras respectivamente, para
responder a las peticiones de simplificaciéon y modernizacién formuladas
por los operadores econémicos y los poderes adjudicadores en el marco del
Libro Verde adoptado por la Comisién el 27 de noviembre de 1996.

La Directiva 2004/18/CE, que estd basada en la jurisprudencia del
Tribunal de Justicia (1), establece que la adjudicacién de contratos por
cuenta de las autoridades estatales, regionales o locales y otros organismos
de derecho publico estd supeditada al acatamiento de los principios del
Tratado de libre circulacién de mercancias, libertad de establecimiento y
de prestacion de servicios, asi como de los que derivan de dichas liberta-
des, como son los de igualdad de trato, no discriminacién, reconocimiento
mutuo, proporcionalidad, transparencia y, en el supuesto de contratos que
superen determinadas cantidades, el de competencia. Por otra parte, la
Directiva que nos ocupa delimita el modo en que los poderes adjudicado-
res pueden contribuir a la protecciéon del medio ambiente y al fomento de
desarrollo sostenible a través de la transparencia en materia contractual.
No es superfluo recordar que la utilizacién de las tecnologias de la infor-

(1) En cuanto a la jurisprudencia del TICE es destacable la Sentencia de 12 de julio de 2001,
conocida como La Scala, dictada por la Sala Sexta del Tribunal de Justicia de la Unién Europea,
relativa a la obligada insercién en la legislacién nacional de la Directiva 93/37/CEE del Consejo,
de 14 de junio de 1993, sobre los contratos piblicos de obras, que incluyé las de urbanizacién
dentro de aquella categoria y consideré la figura de este convenio urbanistico de Derecho publico
y de naturaleza contractual. La incidencia de esta sentencia en la legislacién contractual y urbanis-
tica espafiolas fue objeto de un intenso debate doctrinal del que se hizo eco, en una monografia,
la Revista Documentacién Administrativa en su nomero 261262 del afio 2002. Un estudio de las
discrepancias doctrinales acerca de la insercién de la argumentacién contenida en la mencionada
sentencia en nuestro ordenamiento juridico puede verse en GOMEZ MANRESA, M®. F., El particular en
la gestién urbanistica, Tirant Lo Blanch, Valencia, 2006, paginas 103 a 114.
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macién y la comunicacién, en tanto que favorecedoras de la transparencia
en el dmbito de la contratacién del sector piblico, se ha abordado con
cardcter general, sin referencia al sector urbanistico, en la Ley 30/2007,
de 30 de octubre, de Contratos del Sector Piblico (LCSP) (2), y en su
reglamento aprobado por Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo (3);
si bien es cierto que esta realidad no ha paliado las quejas procedentes
de la Comunidad Europea que lejos de cesar en sus advertencias las ha
reiterado y ampliado recientemente en un nuevo informe, como se expone
mas adelante (4).

La LCSP prevé que las comunicaciones e intercambios de informa-
cién que deban efectuarse en los procedimientos en ella regulados pue-
dan realizarse por correo, telefax, por medios electrénicos, informéticos
o telemdticos e, incluso por teléfono, siempre que el solicitante que utilice
este medio confirme su solicitud por escrito antes de que expire el plazo
fijado para su recepcion; aunque para que esos medios puedan declararse
admisibles han de estar disponibles de forma general y de su uso no debe
derivarse ninguna restriccién al acceso de los empresarios e interesados
en los correspondientes procedimientos.

Hay que clarificar que, pese a la transposicién de Espafa, la norma
comunitaria, ante el diferente estado desarrollo existente en los Estados
que conforman la Unién, no impone la adaptacién forzosa de los siste-

(2) Vid. Gamero Casapo, E., «las reglas generales de contratacién electrénica en la Ley
30/2007, de Contratos del Sector Piblico», Revista Andaluza de Administracién Poblica, n®. 71-72,
2008, pags. 103 a 138.

(3) Este reglamento constata que la mencionada Ley ha supuesto la incorporacién al Derecho
espafol de importantes novedades en el ambito de la contratacién piblica, y que una parte signifi-
cativa de ellas proceden del Derecho comunitario, tanto de las Directivas que establecen las normas
de armonizacién de las legislaciones de los Estados miembros con respecto a los procedimientos
de adjudicacién de los contratos piblicos, como de ofras iniciativas legislativas o politicas de los
érganos de la Unién Europea o incluso de la propia practica de las legislaciones vigentes en los
diferentes Estados miembros.

(4) Es destacable el hecho de que la LCSP ha transpuesto la Directiva 2004/18 que, en su
Considerando trigésimo séptimo, establece que «... deben aplicarse a las transmisiones de informacién
por medios electrénicos en el marco de la presente Directiva. Los procedimientos de adjudicacién de
contratos pUblicos y las normas aplicable a los concursos de proyectos exigen un nivel de seguridad
y confidencialidad superior al requerido por dichas Directivas. Por consiguiente, los instrumentos para
la recepcién electronica de ofertas, solicitudes de participacién, asi como planes y proyectos, deben
cumplir unos requisitos adicionales especificos. A estos efectos debe fomentarse en la medida de lo
posible, el uso de firmas electrénicas en especial las firmas electrénicas avanzadas. Por ofra parte,
la existencia de regimenes voluntarios de acreditacién puede constituir un marco favorable para
mejorar el nivel de servicio de certificacién que se otorgue a dichos instrumentos».
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mas nacionales de contratacién al uso de las TICs, lo que resulta poco
coherente con las distintas iniciativas comunitarias a las que se ha hecho
referencia méxime cuando, como se argumenta en la Comunicacién de
la Comisién, de 26 de septiembre de 2003, «las empresas trabajan
en Europa dentro de un marco regulador que incluye interacciones fre-
cuentes y obligatorias con la Administracién, y a menudo con distintos
organismos administrativos. Esto supone para las empresas una pesada
carga administrativa y cuantiosas pérdidas de tiempo. Es evidente que
la administracién electrénica puede incidir en esta situacién facilitando
«un punto de acceso Unico» en materia de informacién y requisitos
administrativos» (5).

Del mismo modo, la Ley estatal ordena que las comunicaciones, los
intercambios y el almacenamiento de informacién se realicen de modo que
se garantice la proteccién de la integridad de los datos y la confidencio-
lidad de las ofertas y de las solicitudes de participacién, asi como que el
contenido de éstas no sea conocido hasta después de finalizado el plazo
para su presentacién o hasta el momento de su apertura.

El empleo de medios electrénicos, informdticos y telematicos ha de
ajustarse a las normas, desarrolladas reglamentariamente, que se exponen
a continuacién: no han de ser discriminatorios, estar a disposicién del
plblico y ser compatibles con las tecnologias de la informacién y de la
comunicacién de uso general; la informacién y las especificaciones técni-
cas precisas para la presentacién electrénica de las ofertas y solicitudes
de participacion deben estar a disposicién de todas las partes interesa-
das, no ser discriminatorios y ser conformes con estandares abiertos, de
uso general y amplia implantacién; los programas y aplicaciones para la
presentacion electronica de las ofertas y solicitudes de participacién han
de ser de amplio uso, fécil acceso y no excluyentes, o han de ponerse a
disposicién de los interesados por el 6rgano de contratacion; los sistemas
de comunicaciones y para el intercambio y almacenamiento de informacién
han de garantizar de forma razonable, segin el estado de la técnica, la
integridad de los datos transmitidos y que sélo los érganos competentes, en
la fecha sefialada para ello, puedan tener acceso a los mismos, o que en
caso de quebrantamiento de esta prohibicion de acceso, la violacién pueda

(5) Comunicacién de la Comisién, de 26 de septiembre de 2003, al Consejo, al Parlamento
Europeo, al Comité Econémico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, sobre el papel de la
Administracién electrénica en el futuro de Europa [COM (2003) 567 final].
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detectarse con claridad; las aplicaciones que se utilicen para efectuar las
comunicaciones, notificaciones y envios documentales entre el licitador o
contratista y el érgano de contratacién deben acreditar la fecha y hora
de su emisién o recepcién, la integridad de su contenido y el remitente y
destinatario de las mismas; todos los actos y manifestaciones de voluntad
de los 6rganos administrativos o de las empresas licitadoras o contratistas
que tengan efectos juridicos y se emitan tanto en la fase preparatoria
como en las fases de licitacién, adjudicacién y ejecucion del contrato
han ser autenticados mediante una firma electrénica; los licitadores o los
candidatos han de presentar los documentos, certificados y declaraciones
que no estén disponibles en forma electrénica antes de que expire el plazo
previsto para la presentacién de ofertas o de solicitudes de participacién;
las referencias contenidas en la Ley a la presentacién de documentos escri-
tos no son un obstaculo para la presentacién de los mismos por medios
electronicos; los formatos de los documentos electrénicos que integran los
expedientes de contratacion se han de ajustar a especificaciones pUbli-
camente disponibles y de uso no sujeto a restricciones, que garanticen la
libre y plena accesibilidad a los mismos por el érgano de contratacién, los
érganos de fiscalizacion y control, los jurisdiccionales y los interesados,
durante el plazo por el que deba conservarse el expediente indicdndose
en el anuncio o en los pliegos, en los procedimientos de adjudicacién de
contratos, los formatos admisibles; y, finalmente, se constata que para la
tramitacion de procedimientos de adjudicacion de contratos por medios
electrénicos, los érganos de contratacion estdn facultados para exigir a
los licitadores la previa inscripcion en el Registro Oficial de Licitadores y
Empresas Clasificadas.

Es procedente matizar que la LCSP, de un lado, atribuye al Ministro
de Economia y Hacienda la competencia para definir, mediante Orden,
las especificaciones técnicas de las comunicaciones de datos que deban
efectuarse, y para establecer los modelos que deban utilizarse; y, de otro,
le obliga a aprobar, en el plazo maximo de un afo desde la entrada en
vigor de la Ley, las normas de desarrollo que posibiliten el uso de las fac-
turas electronicas en los contratos que se celebren por las entidades del
sector publico estatal. Esta tarea se ha visto concretada en el Real Decreto
817/2009, de 8 de mayo, que contiene el reglamento que desarrolla
parcialmente la LCSP.

Efectuadas las precisiones oportunas acerca de la transposicién de
la Directiva europea en materia de contratos por el legislador espariol
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en lo relativo a las medidas favorecedoras de la transparencia, hay que
sefalar que, pese a los esfuerzos y en relacién al urbanismo, las criticas
desde Europa no han cesado al respecto. En la actualidad, el Informe
Auken ha destacado la necesidad de que se desarrolle una «cultura de
la transparencia» dirigida a informar a los ciudadanos de la gestion del
suelo y a impulsar mecanismos de informacién y de participacién ciuda-
dana para superar, de manera efectiva, las desastrosas repercusiones de
la urbanizacién masiva en las vidas de los ciudadanos. Mds adn, se ha
solicitado al Gobierno espariol que realice un debate piblico sobre el
desarrollo urbanistico en Espaiia, con la participacién de todos los 6rganos
administrativos implicados —mediante la formacién de una comisién de
trabajo— que permita tomar medidas legislativas contra la especulacién
y el crecimiento insostenible.

En definitiva, se ha instado a las autoridades locales, competentes
en la planificacién y gestion del suelo, a que consulten a sus ciudadanos
y les hagan participes en los proyectos de desarrollo urbanistico para
fomentar un desarrollo justo, transparente y sostenible, en interés de las
comunidades locales y no de promotores, inmobiliarias u ofros agentes
y, para la consecucién de tal objetivo, se pide a las autoridades con
competencia en materia urbanistica que amplien los procesos de consulta
a los propietarios, con acuse de recibo, siempre que haya cambios en
la calificacién de sus propiedades; del mismo modo que se propone a
los municipios la citacién directa y personal de los titulares dominicales
durante los tramites de apelacion de los planes de ordenacién o de las
recalificaciones.

El informe en cuestion ha denunciado que la falta de claridad, pre-
cision y certidumbre concerniente a los derechos de propiedad individual
contemplados en la legislacion en vigor, y la carencia de una aplicacién
adecuada y sistemética de la normativa ambiental, son la primera causa
de muchos problemas relacionados con la urbanizacién, y que esto, combi-
nado con cierta laxitud en los procesos judiciales, no sélo ha complicado el
problema sino que ha generado una forma endémica de corrupcién de la
que la principal victima es el ciudadano de la Unién Europeaq, sin perjuicio
de las pérdidas sustanciales ocasionadas al Estado espaniol; toda vez que
se ha sefialado el limite que supone la ausencia por parte de Espafia de
una transposicion correcta de las Directivas 2005/60/CE y 2006/70/CE
referidas al blanqueo de dinero que son, en los tiempos presentes, objeto
de un procedimiento de infraccién, para la transparencia y las acciones
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judiciales contra la circulacién ilegal de capital financiero, incluidas inver-
siones en algunos proyectos urbanisticos de gran envergadura (6).

Se estima, asimismo, que no se ha acotado en la legislacién urbanis-
tica la definicién de «interés general», amparandose en este concepto la
aprobacién de proyectos insostenibles obviandose, en ocasiones, evalua-
ciones de impacto medioambiental e informes de la Confederacién Hidro-
grafica con carécter negativo, y las Directivas de evaluacién de impacto
ambiental y de evaluaciéon ambiental estratégica que imponen la consulta
al ptblico implicado en la fase de elaboracién del planeamiento, y no
una vez que la autoridad local ha acordado los planes de facto (7). A fin
de paliar las circunstancias expuestas, se considera fundamental que el
acceso a la informacién —de manera clara, sencilla y comprensible— y
la participacién ciudadana en el proceso urbanistico se garanticen desde
el inicio del mismo.

Se ha resaltado, también, la existencia de una falta de confianza
generalizada de los peticionarios frente al sistema judicial espafiol como
un medio eficaz para obtener reparacién y justicia, y el reconocimiento
efectuado por las propias autoridades juridicas y judiciales espafiolas de la
existencia de una escasez de medios para hacer frente a las repercusiones
de la urbanizacién masiva. En consecuencia, el Informe Auken determina
que es primordial articular mecanismos judiciales y administrativos opera-
tivos, que impliquen a los Defensores del Pueblo regionales —quienes son
competentes para proporcionar medios que permitan acelerar el acceso
a la justicia y la indemnizacién a las victimas de abusos urbanisticos en
virtud de la legislacién en vigor—, que garanticen una solucién justa a
los muchos casos pendientes de ciudadanos europeos que han optado por
acogerse a las disposiciones del Tratado de la Comunidad Europea y que,
en virtud del articulo 44, han ejercido sus derechos de establecimiento

(6) Directivas 2005/60/CE del Parlamento y del Consejo, de 26 octubre 2005, referida
a la prevencion de la utilizacion del sistema financiero para el blanqueo de capitales y para la
financiacién del terrorismo, y 2006/70/CE de la Comisién, de 1 de agosto de 2006, por la que
se establecen disposiciones de aplicacién de la Directiva 2005/60/CE en lo relativo a la definicién
de personas del medio politico y los criterios técnicos aplicables en los procedimientos simplificados
de diligencia debida con respecto al cliente asi como en lo que atafie a la exencién por razones de
actividad financiera ocasional o muy limitada.

(7) Directiva 85/337 /CEE del Consejo, de 27 de junio de 1985, reguladora de las repercusio-
nes de determinados proyectos publicos y privados sobre el medio ambiente; y Directiva 2001/42/CE
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de junio de 2001, acerca de la evaluacién de los
efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente.
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en un Estado miembro que no es su pais de origen y, para ello, se pro-
pone la participacién activa de los organismos financieros y mercantiles
intervinientes en el sector urbanistico con las autoridades politicas en la
bisqueda de soluciones a los problemas existentes.

Ante la situacién expuesta, se realizan una serie de peticiones al
Gobierno de Espana y a las Comunidades Auténomas implicadas: primera,
que efectien una profunda revisién de toda la legislacién que afecta a
los derechos de los propietarios particulares de bienes a resultas de una
urbanizacién masiva para acabar con los abusos de los derechos y las
obligaciones consagrados en el Tratado de la Comunidad Europeq, en la
Carta de los Derechos Fundamentales, en las directivas europeas y en otros
convenios en los que participa la Unién Europea; segunda, que deroguen
todas las figuras legales que favorezcan la especulacién, tales como el
agente urbanizador, dado que se ponen en tela de juicio los métodos de
designacién del mismo y los poderes con frecuencia excesivos otorgados
a los urbanistas y promotores inmobiliarios por las autoridades locales, a
expensas de las comunidades y de los ciudadanos que residen en la zong;
tercera, que procedan a la suspensién y revisién de los planes urbanisticos
nuevos que no observen los criterios rigurosos de sostenibilidad ambiental
y responsabilidad social, y que no garanticen el respeto por la propie-
dad legitima de los bienes adquiridos legalmente; cuarta, que anulen los
desarrollos urbanisticos en curso que no apliquen los criterios del Derecho
comunitario, en especial por lo que se refiere a la adjudicacién de contratos
urbanisticos —en la que es clave la garantia de la transparencia a través
de la publicidad para promover la concurrencia— y al cumplimiento de
las disposiciones en materia de agua y medio ambiente (8); y quinta, que
velen por que ningin acto administrativo que obligue a un ciudadano a
ceder su propiedad privada adquirida legitimamente encuentre su funda-

(8) La normativa comunitaria a la que hace referencia el citado Informe es la que se relaciona
a continuacién: Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2004/18/CE, de 31 de marzo de
2004, relativa a la coordinacién de los procedimientos de adjudicacion de los contratos piblicos
de obras, de suministro y de servicios; 2000/60/CE, de 23 de octubre de 2000, por la que se
establece un marco comunitario de actuacién en el ambito de la politica de aguas; 2001/42/CE,
de 27 de junio de 2001, referida a la evaluacién de los efectos de determinados planes y progra-
mas en el medio ambiente; y 2000/60/CE, de 23 de octubre de 2000, por la que se aprueba un
marco comunitario de actuacién en el ambito de la politica de aguas. Vid., ademés, las Directivas
del Consejo 92/43/CEE, de 21 de mayo de 1992, sobre la conservacién de los hébitats naturales
y de la fauna y flora silvestres; y 79/409/CEE, de 2 de abril de 1979, acerca de la conservacién
de las aves silvestres.
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mento juridico en una ley adoptada después de la fecha de construccion
de la propiedad (9). Este dltimo requerimiento exige, al menos, ciertas
cautelas, en la medida que podria implicar un quebranto del principio de
indisponibilidad de las potestades administrativas e impedir la planificacion
y gestion piblicas del entorno rural y urbano. No es baladi recordar que
las potestades en materia urbanistica tienen caracter discrecional y que
han de velar por la satisfaccion del interés general, sin perjuicio de que
los particulares afectados econémicamente por cualesquiera decisiones
pUblicas deban ser justamente indemnizados. La dificultad reside, pues,
en la correcta articulacién de uno de los caracteres esenciales del orde-
namiento juridico administrativo: la armonizacién de los intereses pblicos
y privados en conflicto.

No obstante, hay que aclarar que el mencionado informe, aparte
de elogiar la labor de los Defensores del Pueblo regionales, reconoce y
apoya los esfuerzos de las autoridades espafiolas por proteger el medio
ambiente costero y restaurarlo de forma favorable para la biodiversidad
y la regeneracién de las especies autéctonas de fauna y flora y, en este
contexto especifico, les insta a que revisen urgentemente y, de ser necesario,
modifiquen la Ley de Costas.

Como respuesta europea a la problemética descrita, se recuerda que
la Comisién estd facultada, por el articulo 91 del Reglamento 1083/2006,
a interrumpir la provisién de fondos estructurales y, por el articulo 92, a
suspender la dotacién a un Estado miembro o una regién implicada, y a
estipular correcciones a los proyectos receptores de fondos que posterior-
mente considere que no han cumplido plenamente con la normativa que rige
la aplicacién de los actos legislativos pertinentes de la Unién Europea (10);
aunque el Parlamento, en tanto que autoridad presupuestaria, puede deci-
dir colocar en reserva los fondos destinados a politicas de cohesién, si lo
considera oportuno, para persuadir a un Estado miembro a que ponga
fin a graves vulneraciones de la normativa y de los principios que ha de

(9) A este respecto, se alega la infraccién del principio de irretroactividad de los actos admi-
nistrativos, en tanto que principio general del Derecho comunitario (vid. la STICE, de 29 de enero de
1985, en el asunto C-234/83, Gesamthochschule Duisburg) que garantiza a los civdadanos seguridad
juridica, confianza y expectativas legitimas de proteccién en el marco del Derecho comunitario.

(10) La referencia es al Reglamento 1083/2006/CE por el que se establecen las disposi-
ciones generales relativas al Fondo Europeo de Desarrollo Regional, al Fondo Social Europeo y al
Fondo de Cohesion.

274



LA TRANSPARENCIA EN LA PLANIFICACION Y GESTION DEL SUELO

respetar, sea con arreglo al Tratado o fruto de la aplicacién del Derecho
comunitario, hasta el momento en que el problema se haya resuelto.

Puede observarse que la coyuntura es bastante compleja y demanda
la debida transparencia en los procesos urbanisticos y ambientales a fin
de posibilitar el acceso a la informacién, ya que de no ser asi se que-
brantarian otros derechos como los de participacién piblica y acceso a
la justicia en unos sectores en los que nuestro texto constitucional, dada
la importancia de los valores implicados, reconoce el derecho a la accién
popular para promover la intervencién ciudadana en la consecucién de
un entorno sostenible. Ha de tenerse presente que las decisiones que se
adoptan en los sectores citados tienen efectos duraderos en la ordena-
cién del entorno rural y urbano y, en este sentido, el Decreto Legislativo
2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la
Ley de Suelo estatal (TRLS), establece que las politicas publicas referidas
a la regulacién, ordenacién, ocupacién, transformacién y uso del suelo,
han de orientarse a la satisfaccion del interés general y al principio de
desarrollo sostenible. Asi pues, la exigencia de sostenibilidad impone a
las mencionadas politicas el deber de propiciar distintos extremos: el uso
racional de los recursos naturales y, en particular, la eficacia de las medi-
das de conservacién y mejora de la naturaleza, la flora, la fauna y la
protecciéon del patrimonio cultural y del paisaje; el progreso del medio
rural, adecuado a su cardcter, y la preservacién de los valores del suelo
inidéneo para atender las necesidades de transformacién urbanistica; y un
enforno urbano en el que la ocupaciéon del suelo sea eficiente y en el que
los usos se combinen adecuadamente y se implanten de manera efectiva
cuando cumplan una funcién social (11).

2. LA TRANSPARENCIA ADMINISTRATIVA EN EL URBANISMO
Y SU CONEXION CON LOS DERECHOS DE INFORMACION Y
PARTICIPACION CIUDADANA

Es ineludible comenzar clarificando que el sistema normativo relativo
al urbanismo estd integrado por una extensa y fragmentada normativa

(11) Vid. articulo 2 del TRLS. El citado precepto dispone que la utilizacién racional de los
recursos naturales implica la armonizacién de los requerimientos de la economia, el empleo, la cohe-
sién social, la igualdad de trafo y de oportunidades entre mujeres y hombres, la salud, la seguridad
de las personas y la proteccién del medio ambiente.
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fruto de la concurrencia de competencias legislativas del Estado y de las
Comunidades Auténomas, a las que corresponde, ex articulo 148.1.3% de
la CE, la articulacion del régimen juridico de la ordenacién del territorio,
el urbanismo y la vivienda; sin perjuicio de la incidencia del legislador
estatal en esta materia a través de los titulos competenciales residenciados
en el articulo 149 del texto constitucional.

De este modo, el legislador estatal aprobé la derogada Ley 8,/2007,
de 22 de mayo, de Suelo del Estado, que contenia la afirmacién —en
su Exposicién de Motivos— de que con la misma se pretendia fijar unos
estdndares minimos de transparencia, de participacién ciudadana real
y no meramente formal, y de evaluacién y seguimiento de las secuelas
que tienen los planes en la economia y el medio ambiente, mediante la
integracién en el proceso de la consideracién de los recursos e infraestruc-
turas més relevantes (12). En este sentido, el vigente TRLS dispone, en su
articulo 1, que la norma en que se incluye, ademds de regular las condi-
ciones bdsicas que garanticen la igualdad en el ejercicio de los derechos
y en el cumplimiento de los deberes relacionados con el suelo en todo el
territorio nacional, determina las bases econémicas y ambientales de su
régimen juridico, su valoracién y la responsabilidad patrimonial de las
Administraciones Pablicas.

El texto legal estatal preceptia que la legislacién sobre ordenacién
territorial y urbanistica ha de garantizar, entre otros derechos, el de infor-
macién de los ciudadanos y de las entidades representativas de los inte-
reses afectados por las actuaciones de transformacién del suelo, y el de
participacién piblica en la ordenacién y gestion urbanisticas (13). Asi las
cosas, todos los ciudadanos tienen derecho a acceder a la informacion
de que disponga la Administracion acerca de la ordenacién territorial,
urbanistica y su evaluacién ambiental, y a obtener copia o certificacion
de las disposiciones o actos administrativos adoptados; a ser informados
de forma completa, por escrito y en plazo razonable, del régimen y las
condiciones aplicables a una finca concreta (14); a participar efectivamente
en los procedimientos de elaboracién y aprobacién de los instrumentos de
ordenacién territorial y urbanistica mediante la formulacién de alegaciones,

(12) La evaluacién de determinados planes y programas en el medio ambiente es el objefo

de la Ley 9/2006, de 28 de abril.
(13) Vid. articulo 3.c) del TRLS.
(14) En relacién al régimen de consulta, vid. articulo 6.b) del TRLS.
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observaciones, propuestas, quejas y reclamaciones, y a obtener de la
Administracién una respuesta razonada; y, por Gltimo, a ejercer la accién
piblica para hacer respetar la ordenacién territorial y urbanistica, y las
decisiones resultantes de los procedimientos de evaluacién ambiental de los
instrumentos que las contienen y de los proyectos para su ejecucion (15).

Por ofra parte, el TRLS, de un lado, impone que los instrumentos de
ordenacién territorial y de ordenacién y ejecucién urbanisticas, incluidos los
de distribucién de beneficios y cargas, y los convenios que con el mismo
objeto vayan a ser suscritos por la Administracién competente, sean some-
tidos al tramite de informaciéon piblica, en los términos y por el plazo que
establezca la normativa en la materia —que nunca podré ser inferior al
minimo exigido en la legislacién de procedimiento administrativo comin—,
y que se publiquen en «la forma y con el contenido que determinen las
leyes» (16); y, de ofro, exige a la Administracién el deber de impulsar
la publicidad telematica del contenido de los instrumentos de ordenacién
territorial y urbanistica en vigor, y del anuncio de su sometimiento a infor-
macién piblica (17). En cuanto a los procedimientos de aprobacién o de
alteracién de instrumentos de ordenacién urbanistica, la norma estatal
obliga a incluir en la documentacién expuesta al piblico de un resumen
ejecutivo expresivo de los siguientes extremos: la delimitacién de los ambi-
tos en los que la ordenacién proyectada altera la vigente, con un plano
de su situacién, y alcance de la modificacién; y, en su caso, los sectores
en los que se suspendan la ordenacién o los procedimientos de ejecucion
o de intervencién urbanistica y la duracién de la suspensién (18).

En relacién a los exiremos expuestos, es destacable el hecho del
sometimiento del convenio urbanistico —instrumento de gestion del suelo
utilizado de manera generalizada, y en ocasiones abusiva, en todo el terri-
torio nacional— a los tramites de informacién y publicacién de su contenido
de conformidad con las determinaciones establecidas por el legislador
autonémico competente en la materia ex articulo 148.1.32 de la CE. Y
ello es asi porque el tratamiento dado por las Comunidades Auténomas a
esta figura de concertacion ha sido divergente respecto al acceso de su
contenido; si bien es cierto que las distintas normas autonémicas regulan

(15) Vid. artficulo 4.c), d), e) y f) del TRLS.
(16) Vid. articulo 11.1 del TRLS.
(17) Vid. articulo 11.4 del TRLS.
(18) Vid. articulo 11.3 del TRLS.
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la sujecién del convenio urbanistico a los principios de transparencia y
publicidad, a los que el Decreto Legislativo castellano-manchego afade el
de concurrencia (19).

Es necesario sefalar que la informacién y la publicacién no son sino
fases inherentes a todo procedimiento administrativo de aprobacién del
correspondiente convenio. Sirva de ejemplo el iter procedimental para la
celebracién y perfeccionamiento de los instrumentos convencionales regu-
lado en la legislacién madrilefia que prevé que éstos, una vez negociados
y suscritos, han de someterse al trdmite de informacién piblica mediante
anuncio publicado en el Boletin Oficial de la Comunidad de Madrid y en
al menos uno de los periédicos de mayor difusién en ésta, por un periodo
minimo de veinte dias. Esta norma, y en el supuesto de que la negociacién
de un convenio coincida con la tramitacién del procedimiento de apro-
bacién del instrumento de planeamiento con el que guarde directa rela-
cién, exige la inclusién de su texto integro en la documentacién sometida
a informacién puoblica propia de dicho procedimiento, sustituyendo a la
mencionada anteriormente. Evacuado este trédmite, el érgano que hubiera
negociado el convenio debe, a la vista de las alegaciones, elaborar una
propuesta de texto definitivo, de la que se dard vista a la persona o las
personas que hubieran negociado y suscrito el texto inicial para su acep-
tacién, reparos o renuncia.

De este modo, el texto final convencional ha de ratificarse por los
siguientes 6rganos: por el Gobierno de la Comunidad de Madrid, previo
informe de la Comisién de Urbanismo, cuando haya sido suscrito inicial-
mente por cualquiera de los 6rganos de la Comunidad; por el Pleno del
Ayuntamiento si se ha aprobado inicialmente en nombre o representacién
del Municipio; o por el méximo érgano colegiado de la organizacién
pUblica de que se trate.

El convenio ha firmarse dentro de los quince dias siguientes a la noti-
ficacion de la aprobacién del texto definitivo por la persona o personas
interesadas, privadas o piblicas; si bien, transcurrido el plazo sin que tal
firma haya tenido lugar, se entenderd que renuncian a aquél. Finalmente,
el texto madrilefio dispone que los convenios se perfeccionan y vinculan
desde su firma y tras la aprobacion de su texto definitivo (20), asi como

(19) Vid. articulo 11.2 del Decreto Legislativo 1/2004 de Castilla-Lla Mancha.
(20) Articulo 247 de la Ley 9/2001 de la Comunidad de Madrid.
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que en la Consejeria competente en materia de ordenacién urbanistica,
y en todos los Ayuntamientos, ha de existir un registro y un archivo admi-
nistrativos de convenios urbanisticos, en los que han de anotarse éstos y
custodiar un ejemplar completo de su texto definitivo —que daré fe a todos
los efectos legales del contenido— vy, en su caso, de la documentacién
anexa al mismo. Se reconoce a cualquier ciudadano, también, el derecho
a consultar los registros y los archivos, y a obtener, abonando el precio del
servicio, certificaciones y copias de las anotaciones y de los documentos
en ellos practicadas y custodiados (21).

El Decreto Legislativo canario contiene una regulacién coincidente con
la madrilefia, a excepcién de lo referente a la ratificacién del convenio
que se atribuye a: el Consejo de Gobierno, previo informe de la Comisién
de Ordenacién del Territorio y Medio Ambiente de Canarias, si ha sido
suscrito inicialmente por cualquiera de los érganos de la Comunidad, con
excepcién de la Agencia de Proteccién del Medio Urbano y Natural; por el
Consejo Rector de la Agencia de Protecciéon del Medio Urbano y Natural,
en caso de que haya sido firmado inicialmente por el director ejecutivo de
ésta; por el Pleno del Cabildo Insular y del Ayuntamiento, cuando se haya
visado inicialmente en nombre o representacién del Cabildo y del Munici-
pio, respectivamente; y, por ltimo, por el méximo 6rgano colegiado de la
organizacién plblica de que se trate, si éste lo ha aprobado inicialmente
en nombre de la misma (22).

Por ofro lado, el texto canario, en lo tocante a la publicidad del ins-
trumento convencional, ordena que haya un registro y un archivo adminis-
trativo en las Consejerias competentes en materia de ordenacién territorial
y urbanistica, medio ambiente y conservacién de la naturaleza y en todos
los Cabildos Insulares y los Ayuntamientos; y, a su vez, reconoce el acceso
de cualquier ciudadano a la informacién en ellos contenida en los mismos
términos que la Ley madrilefia (23).

El Decreto Legislativo castellano-manchego y la Ley gallega contienen
un procedimiento paralelo al madrilefio con dos salvedades: la primera
se refiere a la ratificacién, dado que el texto castellano-manchego no cita
al méximo érgano colegiado de la organizacién piblica de que se trate,

(21) Articulo 248 de la Ley 9/2001 de la Comunidad de Madrid.
(22) Articulo 237 del Decreto Legislativo 1/2000 de Canarias.
(23) Articulo 238 del Decreto Legislativo 1/2000 de Canarias.
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mientras que el gallego alude al «érgano competente» sin designacién
especifica; y la segunda constata la ausencia reguladora en ambos textos
de registro alguno, pese a que el castellano-manchego reconoce a cual-
quier ciudadano el acceso a los convenios en los términos previstos en la
legislacién sobre régimen juridico de las Administraciones Publicas (24).

Esta Gltima deficiencia se observa, igualmente, en el Decreto Legislativo
murciano, que se limita a reclamar la publicacién de todo convenio en el
Boletin Oficial de la Regién en el plazo de un mes desde su celebraciéon
y su mantenimienfo en régimen de consulta piblica (25); y en las Leyes
aragonesa y riojana que sélo demandan la apertura de un periodo de
informacién piblica de veinte dias antes de la aprobaciéon por el Pleno o
la Administracién actuante respectivamente (26). Sin embargo, los textos
legales cantabro, navarro y vasco, aunque sélo hacen referencia a la
necesidad de que todo instrumento convencional sea sometido al citado
tramite de informacién, exigen que éste sea anotado en un registro y
archivo municipal, en el que se custodiard un ejemplar completo de su
texto definitivo y, en su caso, de la documentacién anexa al mismo (27).
Estas Leyes reconocen, asimismo, los derechos de cualquier ciudadano a
consultar los archivos, y a obtener certificaciéon y copia de los convenios
suscritos en los mismos términos que la Ley madrilefia (28).

El Decreto Legislativo asturiano, en cambio, se refiere a los extremos
que se relacionan a continuacién: la sumisién de todo convenio a un
plazo de informacién piblica de un mes, ampliando el de la LRJ-PAC; la
necesidad de que todo instrumento convencional sea suscrito por el érgano
competente municipal o autonémico y publicado en el Boletin Oficial del
Principado de Asturias; vy, finalmente, la incorporaciéon del texto definitiva-
mente aprobado al Registro de Planeamiento y Gestion Urbanistica y al
Registro de la Propiedad (29). La Ley andaluza, por su parte, preceptia

(24) Vid. articulos 12 y 13 del Decreto Legislativo 1/2004 de Castillo-La Mancha, y 237 de
la Ley 9/2002 de Galicia.

(25) Articulo 158.3.q) del Decreto Legislativo 1/2005 de la Regién de Murcia.
(26) Articulos 84.4 de la Ley 5/1999 de Aragén y 117.2 de la Ley 5/2006 de La Rioja.

(27) Articulos 262.5 y 264.1 de la Ley 2/2001 de Cantabria; articulos 25.4, 26.1 y 2 de
la Ley Foral 35/2002 de Navarra; y Disp. adicional 79, apartados 82 y 9, de la Ley 2/2006 del
Pais Vasco.

(28) Articulos 264.2 de la Ley 2/2001 de Cantabria, 26.3 de la Ley Foral 35/2002 de
Navarra y Disp. adicional 7¢, apartado 102, de la Ley 2/2006 del Pais Vasco.
(29) Vid. articulos 213.2 y 212 del Decreto Legislativo 1/2004 de Asturias.
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que los convenios han de regirse por unas reglas concretas que se citan
seguidamente: el destino de la cesién del aprovechamiento urbanistico de
la Administracién ha de ser el patrimonio publico de suelo; y si los conve-
nios tienen por finalidad la eleccién o sustitucion del sistema de ejecucién,
la fijacién de sus bases, o incluyen entre sus compromisos algunos de los
objetos de la reparcelacién, han de ser sometidos antes de su firma a
informacién piblica por un plazo de veinte dias. El acuerdo de aprobacién
—aque al menos ha de identificar a los otorgantes y delimitar su dmbito,
objeto y plazo de vigencia— ha de publicarse por la Administracién tras su
firma e incluirse, junto con el convenio, en un registro publico de carécter
administrativo (30).

El Reglamento castellano-leonés remite para la negociacién, apro-
bacién, formalizacién y ejecucién de los convenios a la normativa regu-
ladora de las Administraciones Piblicas que los suscriban, debiendo ser
formalizados en documento administrativo, sin perjuicio de su elevacién
a escritura piblica a solicitud de cualquiera de las partes (31). A efectos
de publicidad, la disposicién reglamentaria establece que el instrumento
convencional ha de publicarse en el BOP dentro del mes siguiente a su
firma y que un ejemplar del mismo ha de remitirse al Registro de Urba-
nismo de Castilla y Ledn (32); siendo necesario, para que los compromisos
adquiridos en el mismo vinculen a terceros, que el convenio tenga acceso
al Registro de la Propiedad (33).

Finalmente, la regulacién valenciana se refiere a la informacién piblica
de los convenios por un plazo de veinte dias y declara aplicable a los
instrumentos convencionales que se suscriban para la implantacién de
actuaciones sujetas a Declaracién de Singular Interés Comunitario el régi-
men previsto para éstas (34).

De conformidad con lo expuesto, puede afirmarse que las regulaciones
existentes en la normativa autonémica no han sido homogéneas y que, en
consecuencia, han implicado divergencias que facilitaban o dificultaban el
acceso a la informacién y la publicidad del contenido de los convenios, tales

(30) Avrticulo 95 de la Ley 7/2002 de Andalucia.

(31) Articulos 439 y 440.1 del Decreto 22/2004 de Castilla y Ledn.
(32) Avrticulo 440.3 del Decreto 22/2004 de Castilla y Ledn.

(33) Articulo 440.2 del Decreto 22/2004 de Castilla y Ledn.

(34) Vid. Disp. adicional 4%, apartado 4.3% de la ley 16/2005 de la Comunidad
Valenciana.
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como la exigencia o no de constancia del texto integro de los mismos, de la
correspondiente mencién en el Registro de la Propiedad, o la existencia de
un registro ad hoc. Fruto de estas diferencias de regulacién, se han dictado
determinadas preceptos contenidos en el TRLS, a los que se ha hecho referen-
cia anteriormente, cuya Disposicién adicional novena regula varios extremos,
entre los que hay que destacar la modificacién de la Ley Reguladora de las
Bases del Régimen Local mediante la introduccién de un nuevo articulo 70
ter, precepto que obliga a las Administraciones Piblicas con competencias
en materia ordenacién territorial y urbanistica a lo siguiente (35): primero, a
tener a disposicién de los ciudadanos que lo soliciten copias completas de
los instrumentos de ordenacién ferritorial y urbanistica vigentes en su dmbito
territorial, de los documentos de gestién y de los convenios urbanisticos, y a
publicar por medios teleméticos el contenido actualizado de los mencionados
documentos, del anuncio de su sometimiento a informacién piblica y de
cualesquiera actos de tramitacién que sean relevantes para su aprobacién
o alteracién (36); y, segundo, a hacer constar en el expediente la identidad
de todos los propietarios o titulares de otros derechos reales sobre las fincas
afectadas durante los cinco afos anteriores a su iniciacién, segin conste en
el registro o instrumento utilizado para las notificaciones a los interesados
de conformidad con la legislacién en la materia, en los casos en que una
alteracién de la ordenacién urbanistica, que no se efectie en el marco de
un ejercicio pleno de la potestad de ordenacién, incremente la edificabilidad
o la densidad o modifique los usos del suelo.

La Disposicién adicional novena ha alterado el articulo 75.7 de la
LBRL, para exigir a los miembros no electos de la Junta de Gobierno Local
la oportuna declaracién en cuanto a causas de posible incompatibilidad y
acerca de cualquier actividad que les proporcione o pueda proporcionar
ingresos econdmicos; sin perjuicio de que deban formular, ademés, decla-
racién de sus bienes patrimoniales y de la participacién en sociedades de
todo tipo, con informacién de las sociedades por ellas participadas y de las

(35) El TRLS ha modificado el arficulo 2.2 de la LBRL que ha quedado con se expone a con-
tinuacién: «Corresponden, en todo caso, al Pleno municipal en los Ayuntamientos, y a la Asamblea
vecinal en el régimen de Concejo Abierto, las siguientes atribuciones: [...] ¢) La aprobacién inicial
del planeamiento general y la aprobacién que ponga fin a la tramitacién municipal de los planes
y demas instrumentos de ordenacién previstos en la legislacién urbanistica, asi como los convenios
que tengan por objeto la alteracién de cualesquiera de dichos instrumentos».

(36) EI TRLS dispone que, en los municipios menores de 5.000 habitantes, la publicacién por
medios telemdticos puede realizarse a través de los entes supramunicipales que tengan atribuida la
funcién de asistencia y cooperacién técnica.
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liquidaciones de los impuestos de la Renta, Patrimonio y Sociedades (37).
Las declaraciones anuales de bienes y actividades han de ser publicadas
con cardcter anual en los Registros piblicos de intereses (38) y, en el
momento de la finalizacién del mandato, en los términos que fije el Estatuto
municipal. Finalmente, se constata la inclusién del apartado octavo en el
articulo 75 de la LBRL relativo al régimen de incompatibilidades de los
representantes locales (39) y la adicién de una nueva Disposicién adicional
decimoquinta dedicada al «<Régimen de incompatibilidades y declaraciones
de actividades y bienes de los Directivos locales y otro personal al servicio
de las Entidades locales» (40).

(37) Las declaraciones en cuestién han de ser efectuadas en los modelos aprobados por los
Plenos respectivos y han de llevarse a cabo antes de la toma de posesién, con ocasién del cese y
al final del mandato, asi como cuando se modifiquen las circunstancias de hecho.

(38) El articulo 75.7 de la LBRL establece lo siguiente en relacién al acceso al Registro: la
declaracién sobre causas de posible incompatibilidad y actividades que proporcionen o puedan
proporcionar ingresos econémicos, ha de inscribirse, en el Registro de Actividades constituido en
cada Entidad local; y la declaracién sobre bienes y derechos patrimoniales ha de inscribirse en el
Registro de Bienes Patrimoniales de cada Entidad local, en los términos que establezca su respectivo
estatuto. El precepto que nos ocupa preceptia, también, que los representantes locales y miembros
no electos de la Junta de Gobierno Local respecto a los que, en virtud de su cargo, resulte amena-
zada su seguridad personal o la de sus bienes o negocios, la de sus familiares, socios, empleados
o personas con quienes tuvieran relacién econémica o profesional podrén realizar la declaracién
de sus bienes y derechos patrimoniales ante el Secretario de la Diputacién Provincial o, en su
caso, ante el érgano competente de la Comunidad Auténoma correspondiente, asi como que tales
declaraciones se inscribirén en el Registro Especial de Bienes Patrimoniales, creado a estos efectos
en aquellas instituciones. En este caso, se ha de aportar al Secretario de la respectiva entidad mera
certificacién simple y sucinta, acreditativa de haber cumplimentado sus declaraciones y de que éstas
estdn inscritas en el Registro Especial de Intereses a que se ha hecho referencia, que sea expedida
por el funcionario encargado del mismo.

(39) EI TRLS ha dado la siguiente redaccién al articulo 75.8 de la LBRL: «Durante los dos afios
siguientes a la finalizacién de su mandato, a los representantes locales a que se refiere el apartado
primero de este articulo que hayan ostentado responsabilidades ejecutivas en las diferentes dreas en
que se organice el gobierno local, les serén de aplicacién en el émbito territorial de su competencia
las limitaciones al ejercicio de actividades privadas establecidas en el articulo 8 de la Ley 5/2006,
de 10 de abril , de Regulacién de los Conflictos de Intereses de los Miembros del Gobierno y de
los Altos Cargos de la Administracién General del Estado. A estos efectos, los Ayuntamientos podrdn
contemplar una compensacién econémica durante ese periodo para aquéllos que, como consecuencia
del régimen de incompatibilidades, no puedan desempefiar su actividad profesional, ni perciban
retribuciones econémicas por ofras actividades».

(40) El contenido de las Disp. adicional 15¢ es el siguiente: « 1. Los titulares de los érganos
directivos quedan sometidos al régimen de incompatibilidades establecido en la Ley 53/1984, de 26
de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones Piblicas, y en
ofras normas estatales o autonémicas que resulten de aplicacién. No obstante, les serén de aplicacién
las limitaciones al ejercicio de actividades privadas establecidas en el articulo 8 de la Ley 5/2006,
de 10 de abril, de Regulacién de los Conflictos de Intereses de los miembros del Gobierno y de los
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Retomando la legislacién estatal, hay que sefialar que el TRLS impone
a la Administracién General del Estado el deber de formar y actualizar
periédicamente un sistema piblico de informacién sobre el suelo y el urba-
nismo (41), procurando su compatibilidad y coordinacién con otras estruc-
turas y, en concreto, con el Catastro Inmobiliario (42). No queda sino
apuntar que la norma estatal pese a contener disposiciones, a las que se
ha hecho alusién, que contribuyen a otorgar transparencia a la actuacién
administrativa, no contiene un precepto equivalente, en materia urbanistica,
al articulo 37 de la LRJ-PAC que, aparte de regular con carécter general el
acceso a los archivos y registros piblicos, determina los supuestos en que
el citado acceso no puede ejercerse y en qué materias es de aplicacion
una normativa especifica (43), asi como que un mayor desarrollo normativo

Altos Cargos de la Administracién General del Estado, en los términos en que establece el articulo
75.8 de esta Ley. A estos efectos, tendrdn la consideracién de personal directivo los titulares de érga-
nos que ejerzan funciones de gestién o ejecucién de cardcter superior, ajusténdose a las directrices
generales fijadas por el érgano de gobierno de la Corporacién, adoptando al efecto las decisiones
oportunas y disponiendo para ello de un margen de autonomia, dentro de esas directrices generales.
2. El régimen previsto en el articulo 75.7 de esta ley serd de aplicacién al personal directivo local
y a los funcionarios de las Corporaciones Locales con habilitacién de cardcter estatal que, conforme
a lo previsto en el articulo 5.2 de la Disposicién Adicional Segunda de la ley 7/2007, de 12 de
abril , del Estatuto Bésico del Empleado Piblico, desempefien en las Entidades locales puestos que
hayan sido provistos mediante libre designacién en atencién al carécter directivo de sus funciones
o a la especial responsabilidad que asuman».

(41) Acerca de las condiciones en que debe estar ofrecida la informacién via telemética, vid.
VALERO TORRIOS, J., «Los desafios juridicos de la Administracién Piblica electrénica: a propésito del
Plan Info XXI», en DAVARA RODRIGUEZ, M.A (coord.), Quince afios de encuentros sobre informdtica y
Derecho (1987-2002), tomo Il, Universidad Pontificia de Comillas, Madrid, 2002, pags. 920 a 922.
En cuanto a la restriccién del acceso telemético a la informacién en funcién de la posicién juridica
de quien formula la solicitud, vid. FERNANDEZ SAMERON, M., «El acceso a los archivos y registros
administrativos: perspectiva telematica de un derecho contemporéneo», en DAVARA RODRIGUEZ, M.A
(coord.), Quince afios..., ob. cit., p4gs 618 y 619.

(42) Vid. Disp. adicional 1¢y articulo 19.4 del TRLS.

(43) El articulo 37 de la LRJ-PAC dispone que «los ciudadanos tienen derecho a acceder a los
registros y a los documentos que, formando parte de un expediente, obren en los archivos adminis-
trativos, cualquiera que sea la forma de expresién, gréfica, sonora o en imagen o el tipo de soporte
material en que figuren, siempre que tales expedientes correspondan a procedimientos terminados
en la fecha de la solicitud». El citado precepto, en los nimeros segundo y tercero, hace referencia
al limite que representa el derecho a la intimidad personal en este dmbito y delimita la legitimaciéon
para ejercer el derecho de acceso a la informacién; mientras que, en los apartados cuarto y quinto,
regula, con carécter general, los supuestos en que puede ser denegado el acceso a la informacioén,
es decir, «cuando prevalezcan razones de interés publico, por intereses de terceros mds dignos de
proteccién o cuando asi lo disponga una Ley, debiendo, en estos casos, el 6rgano competente dictar
resolucién motivaday, y los expedientes sobre los que no puede ejercerse el derecho de acceso:
los que contengan informacién de las actuaciones del Gobierno del Estado o de las Comunidades
Auténomas, en el ejercicio de sus competencias constitucionales no sujetas a Derecho Administrativo;
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favoreceria sin duda el derecho de los ciudadanos a una informacién inte-
ligente e inteligible y, en consecuencia, a la debida transparencia (44).

3. LA TRANSPARENCIA ADMINISTRATIVA EN MATERIA AMBIEN-
TAL Y SU RELACION CON LOS DERECHOS DE ACCESO A LA
INFORMACION Y DE PARTICIPACION PUBLICA

La Ley 27/2006, de 18 de julio, de Proteccion del Medio Ambiente
(LPMA) regula los derechos de acceso a la informacién y a la justicia, y
de participacién piblica en materia ambiental e incorpora las Directivas

2003/4/CE y 2003/35/CE (45).

los referidos a informacién acerca de la Defensa Nacional o la Seguridad del Estado; los tramitados
para la investigacién de los delitos cuando pudiera ponerse en peligro la proteccién de los derechos
y libertades de terceros o las necesidades de las investigaciones que se estén realizando; los relativos
a las materias protegidas por el secreto comercial o industrial; y, finalmente, los concernientes a
actuaciones administrativas derivadas de la politica monetaria. Por ofro lado, el precepto en cuestion
indica, en su pérrafo sexto, las materias que han de regirse por su normativa especifica y que son
las alusivas a: materias clasificadas; expedientes que contengan datos sanitarios personales de los
pacientes; los archivos regulados por la legislacién del régimen electoral y los que sirvan a fines
exclusivamente estadisticos dentro del ambito de la funcién estadistica piblica; el Registro Civil y el
Registro Central de Penados y Rebeldes y los registros de caracter piblico cuyo uso esté regulado
por una ley; los documentos obrantes en los archivos de las Administraciones Publicas por parte
de las personas que ostenten la condicién de Diputado de las Cortes Generales, Senador, miembro
de una Asamblea legislativa de Comunidad Auténoma o de una Corporacién Local; vy, por dltimo,
la consulta de fondos documentales existentes en los Archivos Histéricos. El apartado séptimo estd
dedicado a la forma en que ha de realizarse el derecho de acceso, sin que se vea afectada la efi-
cacia del funcionamiento de los servicios piblicos; en tanto que el octavo especifica las prerrogativas
que conlleva el derecho en cuanto a la obtencién de copias o certificados mediante el abono de la
correspondiente tasa, en su caso, y los noveno y décimo delimitan los documentos administrativos
que han de ser objeto de publicacién periddica.

(44) Un estudio de la utilizacién de los medios teleméticos por la Administracién puede verse
en VALERO TORRIOS, J., «El acceso telematico a la informacién administrativa: un presupuesto inex-
cusable para la e-Administracién» en CoTINO HUEsO, L. (coord.) Libertades, democracia y gobierno
electrénicos, Comares, Granada, 2005, pags. 199 a 227. En la citada obra, el autor constata que
Internet se ha revelado como una herramienta decisiva en orden a permitir una mayor transparencia
de los poderes piblicos capaz de evitar los inconvenientes de que los tradicionalmente adolece la
actividad informativa de la Administracién.

(45) La LPMA ha sido dictada, en su mayor parte, al amparo del articulo 149.1.23¢ de la
Constitucién, aunque es necesario invocar otros preceptos del texto constitucional que se citan a
continuacién: el 149.1.14¢, en relacién con las tasas y precios que corresponda satisfacer a los
solicitantes de informaciéon ambiental en el dmbito de la Administracion General del Estado; el
149.1.182 en lo relativo a recursos en via administrativa que puedan presentarse por vulneracién
de los derechos de informacién y participacién reconocidos en la Ley; y el 149.1.69, que se ocupa
de la accién popular en materia de medio ambiente.
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La LPMA ha destacado la relevancia del Convenio de Aarhus (46), en
la medida que contiene el siguiente postulado: para que los ciudadanos
puedan disfrutar del derecho a un medio ambiente saludable es un requisito
sine qua non que tengan acceso a la informacién ambiental relevante —los
derechos a buscar, a obtener y a recibir informacién de que dispongan
las autoridades piblicas que, a su vez, deben recogerla y hacerla piblica
sin necesidad de que medie una peticién previa—, que estén legitimados
para participar en los procesos de toma de decisiones —autorizacién de
concretas actividades, aprobacién de planes y programas, y elaboracién
de disposiciones de carécter general de rango legal o reglamentario— y
que puedan acceder a la justicia cuando los mencionados derechos les
sean denegados —garantizar el acceso de los ciudadanos a los tribunales
para revisar las decisiones que potencialmente hayan podido violar los
derechos que en materia de democracia ambiental les reconoce el propio
Convenio—.

De ofro lado y siguiendo la constatacién contenida en la Exposi-
cién de Motivos de la LPMA, el articulo 45 de la Constitucién configura
el medio ambiente como un bien juridico de cuyo disfrute es titular la
ciudadania y cuya conservacién es una obligaciéon que comparten los
poderes publicos y la sociedad en su conjunto. Para que los ciudadanos,
individual o colectivamente, puedan participar en esa tarea de proteccién
de forma real y efectiva, es imprescindible tener al alcance los medios
instrumentales adecuados, cobrando especial significacion la participa-
cion en el proceso de toma de decisiones pUblicas para garantizar el
funcionamiento democratico de las sociedades e introducir mayor trans-
parencia en la gestion de los asuntos publicos (47). Esta se presenta,
pues, como factor determinante de los siguientes derechos: el de acceso
a la informacién ambiental en poder de las autoridades publicas o de
ofros sujetos que la posean en su nombre; el de participacién en los
procedimientos para la toma de decisiones sobre asuntos que incidan
directa o indirectamente en el medio ambiente y cuya elaboracién o
aprobacién corresponda a las Administraciones Piblicas; y el de instar
la revisién administrativa y judicial de los actos y omisiones imputables

(46) El Convenio de Aarhus regulador del acceso a la informacién, la participacién del pablico
en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en asuntos ambientales, fue firmado por Espafia
el 25 de junio de 1998 y ratificado el 29 de diciembre de 2004.

(47) Vid. articulos 9.2 y 105 de la CE.
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a cualquiera de las autoridades pUblicas que supongan vulneraciones de
la normativa ambiental (48).

Es conveniente puntualizar que el acceso a la informacién ambien-
tal (49) se reconoce, de manera generalizada, a los particulares sin nece-
sidad de declarar un interés especial, cualquiera que sea su nacionalidad,
domicilio o sede, y que aquél abarca los derechos que se relacionan a
continuacién: el de ser informados acerca de las prerrogativas que les
otorga la Ley y a ser asesorados para su correcto ejercicio; a ser asistidos
en su bisqueda de informacién y a recibir ésta en los plazos maximos
establecidos en el articulo 10 (50); a recibir la informacién ambiental

(48) La LPMA exige que se garantice la difusién y puesta a disposicién del pablico de la
informacién ambiental paulatinamente y con el grado de amplitud, sistemdtica y tecnologia lo mas
amplia posible

(49) Es informacién ambiental la emitida en forma escrita, visual, sonora, electrénica o en
cualquier ofro modo que verse sobre las siguientes cuestiones: el estado de los elementos del medio
ambiente, como el aire y la atmésfera, el agua, el suelo, la tierra, los paisajes y espacios naturales,
la diversidad biolégica y sus componentes, y la interaccién entre estos elementos; los factores, tales
como sustancias, energia, ruido, radiaciones o residuos, emisiones, vertidos y otras liberaciones que
puedan afectar a los elementos del medio ambiente citados anteriormente; las medidas, politicas,
normas, planes, programas, acuerdos en materia de medio ambiente y actividades que afecten o
puedan afectar a los elementos y factores sefialados, asi como las actividades o las medidas desti-
nadas a proteger estos elementos; los informes acerca de la ejecucion de la legislacién ambiental;
los andlisis en general, y los de relacién coste-beneficio en particular, y los supuestos de carécter
econémico utilizados en la toma de decisiones relativas a las medidas y actividades enunciadas;
y el estado de la salud y seguridad de las personas, incluida, en su caso, la contaminacién de la
cadena alimenticia, condiciones de vida humana, bienes del patrimonio histérico, cultural y artistico
y construcciones, cuando se vean o puedan verse afectados por el estado de los elementos del
medio ambiente resefiados.

(50) El articulo 10 de la LPMA dispone que «las solicitudes de informacién ambiental debe-
rén dirigirse a la autoridad piblica competente para resolverlas y se tramitarén de acuerdo con los
procedimientos que se establezcan al efecto. Se entenderd por autoridad piblica competente para
resolver una solicitud de informacién ambiental, aquélla en cuyo poder obra la informacién solicitada,
directamente o a través de otros sujetos que la posean en su nombre». Los procedimientos a que se
ha hecho referencia han de respetar, al menos, las garantias que se indican a continuacién: cuando
una solicitud de informacién ambiental esté formulada de manera imprecisa, la autoridad poblica ha
de pedir al solicitante que la concrete y asistirle para concretar su peticién de informacién lo antes
posible y, a mas tardar, antes de que expire el plazo de un mes establecido en el apartado 2.c). 12
b); si la autoridad piblica no posee la informacién requerida ha de remitir la solicitud a la que la
posea y dar cuenta de ello al solicitante y, en caso de que esto no sea posible, deberd informar
directamente al solicitante sobre la autoridad piblica a la que, segin su conocimiento, ha de dirigirse
para solicitar dicha informacién. En todo caso, la autoridad piblica competente para resolver ha de
facilitar la informacién ambiental solicitada o comunicar al solicitante los motivos de la negativa a
proporcionarla, teniendo en cuenta el calendario especificado por el solicitante, lo antes posible y, a
mds tardar, en el periodo méximo de un mes, desde la recepcion de la solicitud en el registro de la
autoridad pblica competente para resolverla, o en dos meses si el volumen y la complejidad de la
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solicitada en la forma o formato elegidos, en los términos previstos en el
articulo 11 (51); a conocer los motivos por los cuales no se les facilita la
informacién, total o parcialmente, o no se les proporciona en la forma o
formato solicitados; y a conocer el listado de las tasas y precios que, en
su caso, sean exigibles para la recepcién de la informacién solicitada, y
las circunstancias en las que se puede exigir o dispensar el pago.

La LPMA delimita, asimismo, el contenido minimo de la informacién que
ha de ser objeto de difusion: los textos de tratados, convenios y acuerdos
internacionales, y los textos legislativos comunitarios, estatales, autonémicos
o locales reguladores del medio ambiente o relacionados con la materia; las
politicas, programas y planes relativos al medio ambiente, y sus evaluaciones
ambientales cuando proceda; los informes de los avances registrados en
materia de aplicacién de los elementos enumerados anteriormente cuando
éstos hayan sido elaborados o mantenidos en formato electrénico por las
autoridades publicas; los informes de dmbito nacional, autonémico y local,
que han de incluir los datos de la calidad del medio ambiente y las presiones
que éste sufra, asi como un sumario no técnico que sea comprensible para
el piblico, debiendo publicarse, al menos, un informe coyuntural cada afio
y ofro completo cada cuatro; los datos o sus resimenes derivados del segui-
miento de las actividades que afecten o puedan afectar al medio ambiente;
las autorizaciones con un resultado significativo sobre aquél y los acuerdos
o, en su defecto, la referencia al lugar donde se puede solicitar o encontrar
la informacién de conformidad con lo dispuesto en el articulo 5; los estudios
de impacto ambiental y las evaluaciones del riesgo relativos a los elementos
contemplados en el articulo 2.3.a) o una alusién al lugar donde se puede
solicitar o encontrar la informacién (52).

informacién son tales que resulta imposible cumplir el plazo antes indicado. En este Oltimo supuesto
ha de informarse al solicitante, en un mes, de toda ampliacién de aquél, asi como de las razones
que lo justifican. Hay que precisar que, si se comunica una negativa a facilitar la informacién, la
notificacién ha de hacerse por escrito o electrénicamente, si la solicitud se ha hecho de igual modo
o si su autor asi lo solicita, con indicacién expresa del procedimiento de recurso.

(57) El articulo 11 de la LPMA, en el supuesto de que se solicite que la informacién ambiental
sea suministrada en una forma o formato determinados, establece que la autoridad piblica competente
para resolver deberé satisfacer la solicitud a menos que concurra cualquiera de las circunstancias
que se indican a continuacién: que la informacién haya sido difundida —de conformidad con lo
dispuesto en el Capitulo | del Titulo Il del mismo texto legal— en otra forma o formato al que el
solicitante pueda acceder facilmente, haciendo constar el modo de obtenerla; o que la autoridad
plblica considere razonable poner a disposicién del solicitante la informacién en ofra forma o
formato y lo justifique adecuadamente.

(52) Vid. articulo 7 de la LPMA.
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Como se ha expuesto con anterioridad, la transparencia es imprescin-
dible para la participacién real y efectiva de los ciudadanos en los distintos
procesos ambientales. Los derechos que se reconocen a la ciudadania en
el texto normativo ambiental al respecto son los siguientes: la intervencion
efectiva y real en la elaboracién, modificacion y revision de aquellos pla-
nes, programas y disposiciones de cardacter general relacionados con el
medio ambiente incluidos en el dmbito de aplicacion de la Ley; el acceso
con antelacién suficiente a la informacién relevante referida la normativa
citada, y a formular y a que sean tenidas en cuenta por la Administracién
las alegaciones y observaciones oportunas que se planteen antes de que
se adopte la decisién correspondiente; a que se haga piblico el resultado
definitivo del procedimiento en el que se ha participado y se informe de
los motivos y consideraciones en los que se basa la decisién adoptada,
incluyendo la informacién del proceso participativo; y a concurrir, de
acuerdo con lo ordenado en la legislacién aplicable, en los procedimien-
tos administrativos tramitados para el otorgamiento de las autorizaciones
reguladas en la legislacion sobre prevencion y control integrado de la
contaminacién, para la concesién de los titulos administrativos fijados en
la legislacién en materia de organismos modificados genéticamente, y
para la emisién de las declaraciones de impacto ambiental, ademas de
en los procesos planificadores previstos en la legislacion de aguas y en la
relativa a la evaluacién de las repercusiones de los planes y programas
en el medio ambiente.

Por otra parte, la LPMA pone en conexién los derechos de informacién
y participacién ciudadana con los de acceso a la justicia y a la tutela
administrativa que posibilitan ejercer la accién popular para recurrir los
actos y omisiones imputables a las Administraciones Publicas que infrinjan
las normas, enumeradas en el articulo 18.1, relacionadas con el medio
ambiente. De este modo, se legitima para recurrir, mediante los procedi-
mientos regulados en el Titulo VIl de la LRJ-PAC (53) o a través del recurso

(53) Las normas relacionadas con el medio ambiente enumeradas en el articulo 18.1 son
las siguientes: proteccién de las aguas, de los suelos y contra el ruido; contaminacién atmosférica;
ordenacién del territorio rural y urbano y utilizacién de los suelos; conservaciéon de la naturaleza,
diversidad biolégica; montes y aprovechamientos forestales; gestion de los residuos; productos qui-
micos, incluidos los biocidas y los plaguicidas; biotecnologia; otras emisiones, vertidos y liberacion
de sustancias en el medio ambiente; evaluacién de impacto ambiental; acceso a la informacién,
participacién piblica en la toma de decisiones y acceso a la justicia en materia de medio ambiente;
y aquellas otras materias que establezca la normativa autonémica.
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contencioso-administrativo (54), a las personas juridicas sin dnimo de lucro
que cumplan los requisitos que se citan a continuacién: que justifiquen
tener entre los fines acreditados en sus estatutos la proteccién del medio
ambiente en general o la de alguno de sus elementos en particular; que
se hubieran constituido legalmente al menos dos afios antes del ejercicio
de la accién y que vengan ejerciendo activamente las actividades precisas
para alcanzar los objetivos previstos en sus estatutos; y que segin éste
desarrollen su actividad en un territorio que resulte afectado por la actua-
cién o, en su caso, omisién administrativa (55).

De este modo, las autoridades publicas (56), no sélo han de garantizar
que la informacién recogida por ellas o en su nombre esté actualizada,
sea exacta y susceptible de comparacién, sino que han de adoptar cuan-
tas medidas sean necesarias para hacer efectivo el ejercicio del derecho
de acceso a la informacién ambiental y, entre ellas, al menos las de

(54) Se exceptian del régimen de recursos citado las autoridades a las que se refiere el
articulo 2.4.2 de la LPMA, es decir, las personas fisicas o juridicas cuando asuman responsabili-
dades poblicas, ejerzan funciones o presten servicios piblicos relacionados con el medio ambiente
bajo la autoridad de el Gobierno de la Nacién y los érganos de gobierno de las Comunidades
Auténomas; la Administracién General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Auté-
nomas, las Entidades que integran la Administracién local y las Entidades de Derecho Piblico que
sean dependientes o estén vinculadas al Estado, a las Comunidades Auténomas o a las Entidades
locales; los érganos piblicos consultivos; las Corporaciones de derecho ptblico y demés personas
fisicas o juridicas cuando ejerzan, con arreglo a la legislacién vigente, funciones pablicas, incluidos
Notarios y Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles.

(55) Vid. articulos 22 y 23 de la LPMA. Es necesario clarificar que las personas juridicas sin
animo de lucro citadas tendran derecho a la asistencia juridica gratuita en los términos previstos en

la Ley 1/1996, de 10 de enero.

(56) Son autoridades piblicas las siguientes: el Gobierno de la Nacién y los érganos de
gobierno de las Comunidades Auténomas; la Administracién General del Estado, las Administraciones
de las Comunidades Auténomas, las Entidades que integran la Administracion local y las Entidades de
Derecho Piblico que sean dependientes o estén vinculadas al Estado, a las Comunidades Auténomas
o a las Entidades locales; los érganos piblicos consultivos; las Corporaciones de derecho piblico y
demds personas fisicas o juridicas cuando ejerzan, con arreglo a la legislacién vigente, funciones
piblicas (incluidos Notarios y Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles y las
personas fisicas o juridicas cuando asuman responsabilidades, ejerzan funciones o presten servicios
pUblicos relacionados con el medio ambiente bajo la autoridad de cualquiera de las entidades, 6rga-
nos o instituciones previstos en el apartado anterior, a los solos efectos de lo previsto en los Titulos
I'y Il de la Ley). No obstante, el péarrafo tercero del articulo 2 de la LPMA establece que «quedan
excluidos del concepto de autoridad piblica las entidades, érganos o instituciones cuando actien
en el ejercicio de funciones legislativas o judiciales. En todo caso, cuando actien en el ejercicio de
funciones legislativas o judiciales, quedan excluidos del émbito de aplicacién de esta Ley las Cortes
Generales, las Asambleas Legislativas de las Comunidades Auténomas, el Tribunal Constitucional, los
juzgados y tribunales que integran el Poder Judicial, el Tribunal de Cuentas u 6rganos de fiscalizacién
externa de las Comunidades Auténomas».
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designar unidades responsables de informacién ambiental, y de crear y
mantener medios de consulta, registros, listas o puntos de acceso sobre
aquélla (57).

Las autoridades estan obligadas, asimismo, a informar al piblico de
manera adecuada acerca de los derechos que les otorga la Ley y de las
vias para ejercitarlos; a facilitar informacién para su correcto ejercicio,
consejo y asesoramiento en la medida que resulte posible; a elaborar listas
de autoridades piblicas en atencién a la informacién ambiental de que
dispongan, las cuales se haran piblicamente accesibles; a garantizar que
su personal asista al pblico cuando trate de informar y fomentar el uso de
tecnologias de la informacién y de las telecomunicaciones para facilitar el
acceso a la informacién; y a cumplir el principio de agilidad en la trami-
tacién y resolucion de las solicitudes de informacién ambiental (58).

Las autoridades pUblicas han de organizar y actualizar, también, la
informacién ambiental relevante para sus funciones que obre en su poder
o en el de ofra entidad en su nombre con vistas a su difusién activa y
sistemdtica al piblico —particularmente por medio de las tecnologias de
la informacién y las telecomunicaciones siempre que sea posible— vy, a
tales efectos, han de determinar las bases apropiadas para lograr la dis-
ponibilidad paulatina de aquélla en bases de datos electrénicas de facil
acceso a través de redes piblicas de telecomunicaciones (59).

Para promover una participacién real y efectiva del piblico en la elabo-
racién, modificacién y revisién de los planes, programas y disposiciones de
cardcter general relacionados con el medio ambiente a los que se refieren los
articulos 17 y 18 de la LPMA, las Administraciones Piblicas —al establecer
o tramitar los procedimientos que resulten de aplicacién— han de garantizar
que el pablico, de un lado, sea informado inteligiblemente mediante avisos

(57) El articulo 4 de la LPMA regula el deber de colaboracién interadministrativa en materia
de informacién ambiental del siguiente modo: «Las Administraciones Piblicas establecerén los meca-
nismos més eficaces para un efectivo ejercicio de los derechos reconocidos en esta Ley. A tal efecto,
ajustarén sus actuaciones a los principios de informacién mutua, cooperacién y colaboracién.

(58) En cuanto a las peticiones permanentes y de datos de mediacién periédica obligatoria y
su reconduccién a la denominada «difusién periédica de difusién ambiental» regulada en los articulos
6y 7 de la Directiva 9/313/CEE, en contraposicién al suministro de informacién previa solicitud,
vid. STS de 4 de abril de 2006 (Ar. 2006/4467).

(59) Las excepciones a la obligacién de facilitar la informacién ambiental y el suministro parcial
de la misma se regulan en los articulos 13 y 14 de la LPMA. El contenido minimo de la informacién
estd detallado en el articulo 7 del mismo texto legal.
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u otros medios apropiados como los electrénicos; y de ofro, que pueda
expresar las observaciones y opiniones cuando estén abiertas todas las
posibilidades para que puedan ser tenidas en cuenta, y a que se pongan
en su conocimiento las decisiones adoptadas, con expresién de los motivos
y las consideraciones en que se basan. Es ineludible poner manifiesto que
el nimero tercero del articulo 16 de la LPMA contiene un numerus apertus,
favorecedor de la transparencia administrativa, que permite ampliar los
mencionados derechos mediante cualquier otra disposicién.

En consecuencia, la Administracién ha de velar por la observancia de
las garantias de participacién en relacién a la proteccién de las aguas,
contra el ruido, los suelos y su utilizacién, la contaminacién atmosférica, la
ordenacién del territorio rural y urbano, la conservacion de la naturaleza
y la diversidad biolégica, los montes y los aprovechamientos forestales, la
gestion de los residuos y de los productos quimicos —incluidos los biocidas
y los plaguicidas—, la biotecnologia y ofras emisiones, los vertidos y la
liberacion de sustancias en el medio ambiente, la evaluacién de impacto
ambiental, el acceso a la informacién y a la justicia, la participacién piblica
en la toma de decisiones en materia de medio ambiente y aquellas otras
materias que establezca la normativa autonémica (60).

Hay que resaltar el hecho de que la LPMA regula, con respecto a la
participacién y al seguimiento de las politicas ambientales generales orien-
tadas al desarrollo sostenible, el Consejo Asesor de Medio Ambiente (61).
Este érgano colegiado, adscrito al Ministerio de Medio Ambiente, tiene
las funciones que se exponen seguidamente: emitir informe sobre los ante-
proyectos de ley y proyectos de reglamento con incidencia ambiental vy,
en especial, acerca de las cuestiones que han de ostentar la condicién

(60) El articulo 18.3 de la LPMA excluye de la aplicacién del Titulo Il las siguientes materias:
los procedimientos administrativos de elaboracién de disposiciones de carécter general que tengan por
objeto la regulacion de cuestiones relacionadas exclusivamente con la defensa nacional, la seguridad
piblica, la proteccion civil en casos de emergencia o el salvamento de la vida humana en el mar; las
modificaciones de las disposiciones de caracter general que no resulten sustanciales por su carécter
organizativo, procedimental o anélogo, siempre que no impliquen una reduccién de la proteccion del
medio ambiente; y, finalmente, los procedimientos de elaboracién de disposiciones de carécter general
que tengan por Gnico objeto la aprobacién de planes o programas, que se ajustarén a lo establecido
en su normativa especifica. Por ofra parte, de conformidad con el nimero segundo del citado precepto,
«la participacién en la elaboracién, modificacién y revisién de las normas cuyo objeto exclusivo sea la
prevencién de riesgos laborales se ajustaré a lo dispuesto en su normativa especifica».

(61) Acerca de la composicién del Consejo Asesor de Medio Ambiente, vid. apartados 3 y
4 del articulo 19 de la LPMA.
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de normativa bdsica; asesorar en lo tocante a los planes y programas
estatales que la presidencia del Consejo le proponga en razén a su inci-
dencia en el medio ambiente; y evacuar informes y efectuar propuestas en
materia ambiental —a iniciativa propia o a peticién de los departamentos
ministeriales que asi lo soliciten a la presidencia del Consejo— de las
Administraciones autonémica y local; y proponer medidas que incentiven
la creacién de empleo ligado a actividades relacionadas con la proteccién
del medio ambiente, y la participacién ciudadana en la solucién de los
problemas que afecten a aquél.

No obstante lo expuesto, el Consejo puede realizar propuestas en
cuanto a: la coordinacién entre la iniciativa poblica y privada, y a la
educacién ambiental con el fin de informar, orientar y sensibilizar a la
sociedad de los valores ecolégicos; el mejor cumplimiento de los acuerdos
internacionales en materia de medio ambiente y desarrollo sostenible, valo-
rando la efectividad de las normas y programas en vigor y proponiendo
las oportunas modificaciones; y, finalmente, al fomento de la colaboracién
con 4rganos similares creados por las Comunidades Auténomas.

Se observa, de este modo, que los distintos extremos regulados en la
LPMA, en especial los referidos a la utilizacién del suelo, estén presentes
en los procesos urbanisticos y, por tanto, es imprescindible un tratamiento
coordinado en el marco de las demandas de los ordenamientos interno y
europeo en aras a la consecuciéon de una ordenacioén territorial integrada
y, en definitiva, del desarrollo sostenible.

4. LA CONTRIBUCION DE LOS MEDIOS ELECTRONICOS, TELE-
MATICOS E INFORMATICOS A LA TRANSPARENCIA DE LAS
ADMINISTRACIONES PUBLICAS

Uno de los grades retos del sector pablico en el siglo XXI, como se
constata en los dos textos legales expuestos con anterioridad en los que
pueden encontrarse miltiples referencias a la utilizacién de las TICs, es
lograr la implantacién generalizada de los medios electrénicos, telematicos
e informdticos en las distintas Administraciones Piblicas, a fin de lograr
una mayor difusién de la informacién que obra en su poder, y una dismi-
nucién de costes en términos econémicos y ambientales. La Administracién
electrénica ha sido definida, por la Comisién Europea, como «el uso de las
tecnologias de la informacién y las comunicaciones entre Administraciones
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Publicas, combinado con cambios organizativos y nuevas aptitudes, con el
fin de mejorar los servicios pUblicos y los procesos democréticos y reforzar
el apoyo de las politicas publicas».

Efectuada la correspondiente referencia a la utilizacién de las TICs
en la contratacién publica al principio de este trabajo, hay que hacer una
referencia a la Ley 11/2007, de 22 de junio (LAECAP), que reconoce el
derecho de los ciudadanos a relacionarse con las Administraciones Piblicas
por medios electronicos y regula los aspectos basicos de la utilizacién de
las tecnologias de la informacién en la actividad administrativa —ya sea
entre Administraciones o entre éstas y los particulares— (62) vy, a su vez,
pretende asegurar la disponibilidad, el acceso, la integridad, la autenti-
cidad, la confidencialidad y la conservacién de los datos, informaciones
y servicios pUblicos —con exclusién expresa de las actividades que se
desarrollen en régimen privado—.

El impulso de una Administracién electrénica supone, de conformidad
con la Exposicién de Motivos del texto legal que nos ocupa, dar respuesta
a los compromisos comunitarios y a las iniciativas europeas puestas en
marcha a partir del Consejo Europeo de Lisboa y Santa Maria da Feira,
continuando con sucesivas actuaciones hasta la actual comunicacién de
la Comisién «i2010: Una sociedad de la Informacién Europea para el
crecimiento y el empleo».

La i2010 ha declarado la necesidad de acelerar los avances en
materia de convergencia, para afianzar el liderazgo del sector de las
comunicaciones electronicas europeo, y ha contribuido a que todos los
Estados miembros consideren prioritarias las politicas de investigacion e
innovacién en sus programas nacionales de reforma (PNR) en relacién a
las tecnologias de la informacién y la comunicacién y, en concreto, a la
Administracién electrénica, la banda ancha, la alfabetizacién digital y
la seguridad de las redes; aunque, como se cita en el texto europeo, los
PNR sefialan los aspectos relativos a las TICs como metas pendientes y
hacen referencia al marco comunitario i2010 reconociendo asi objetivos
comunes.

De conformidad con lo expuesto, se reclama pasar a la accién
mediante una aplicacién decidida de la reglamentacién y de las politicas

(62) La LAECAP ha sido dictada en virtud de la competencia estatal contenida en el articulo

14.1.18¢% de la CE.
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que fomentan la competitividad, sirviéndose del peso econémico de las
Administraciones Piblicas, para promover la aparicién de servicios inno-
vadores en beneficio de los ciudadanos y en favor del crecimiento y el
empleo.

Los fines que contempla la LAECAP son los siguientes: facilitar el ejer-
cicio de derechos y el cumplimiento de deberes por medios electrénicos,
y el acceso de los ciudadanos por los citados cauces a la informacién y
al procedimiento —con una atencién especifica a la supresién de barreras
limitativas—; crear las condiciones de confianza en el uso de los medios
electrénicos mediante el establecimiento de medidas para la preservacion
de la integridad de los derechos fundamentales —en especial los relacio-
nados con la intimidad y la proteccién de datos de cardcter personal—,
garantizando la seguridad de los sistemas, los datos, las comunicaciones
y los servicios electrénicos; posibilitar la realizacién de los principios de
proximidad al ciudadano y de transparencia administrativa y la mejora
continuada en las condiciones de realizacién del interés general a tro-
vés de la actividad de la Administraciéon; contribuir al incremento de la
eficacia y eficiencia de ésta a través del uso de las TICs, simplificando
los procedimientos administrativos y proporcionando oportunidades de
participacién; y promover el desarrollo de la sociedad de la informacién
en las Administraciones Piblicas y, a través de éste, de la sociedad en
general (63).

En cualquier caso, la utilizacién de las tecnologias de la informacién
ha de ajustarse a los siguientes principios: el respeto a la proteccién de
datos de caréacter personal en los términos de la LO 15/1999 (64); la

(63) Vid. articulo 3 de la LAECAP. El mencionado texto legal contiene, en un Anexo, las
definiciones de actuacién administrativa automatizada, aplicacién, aplicacién de fuentes abiertas,
autenticaciéon, canales, certificado electrénico, certificado electrénico reconocido, ciudadano, direc-
cién electronica, documento electrénico, firma electrénica, firma electrénica avanzada, firma elec-
trénica reconocida, interoperabilidad, medio electronico, punto de acceso electrénico y sistema de
firma electrénica.

(64) Vid., en relacién a la proteccién datos de carécter personal, FERNANDEZ SALMERON, M. y
VALERO TORRIOS, J., «La publicidad de la informacién administrativa en Internet: implicaciones para
el derecho a la proteccién de datos personales», Revista Aragonesa de Administracién Poblica, nim.
26, 2005, pags. 77 a 126; y GuicHOT ReINA, E., Publicidad registral y derecho a la privacidad. Una
necesaria conciliacién, Fundacién Registral, Madrid, 2006. Un tratamiento completo de la proble-
mética juridica de la reutilizacién de la informacién administrativa con expresa referencia al limite
que representa la proteccién de datos de cardcter personal puede encontrarse en La reutilizacion
de la informacién del sector pablico, CERRILLO | MARTINEZ, A. y GALAN GALAN, A. (coords.), Comares,
Granada, 2006.
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igualdad en las relaciones con la Administracion; la accesibilidad a la infor-
macién y a los servicios; la legalidad del mantenimiento de la integridad
de las garantias juridicas de los ciudadanos contenidas en la LRJ-PAC; la
cooperacién administrativa al objeto de garantizar la interoperabilidad de
los sistemas y operaciones adoptados, y la prestacién conjunta de servicios
a la ciudadania; la seguridad en la implantacién y utilizacién de los medios
electrénicos por las Administraciones; la proporcionalidad en cuanto a la
exigencia de garantias y medidas de seguridad adecuadas a la naturaleza
y circunstancias de los distintos tramites y actuaciones; la responsabilidad y
calidad en la veracidad y autenticidad de las informaciones y servicios (65);
la neutralidad tecnolégica y la adaptabilidad al progreso de las técnicas y
sistemas de comunicaciones electrénicas, garantizando la independencia
en la eleccién de las alternativas tecnolégicas por los ciudadanos y por
la Administracién, y la libertad de desarrollar e implantar los avances que
se produzcan en el libre mercado (66).

La LAECAP regula, dado su objeto, los derechos de los ciudadanos a
relacionarse con la Administracién vy, en concreto, a elegir el canal; a no
aportar datos que obren en poder de ésta; a obtener copias electrénicas
de los documentos de tal cardcter y a conocer el estado de la tramito-
cion de los procedimientos en que sean interesados; a la conservacién
por la Administracién de los documentos electrénicos que se integren en
un expediente; a obtener los medios de identificacién electrénica y a la
utilizacién de cualesquiera sistemas de firma admitidos en las Administra-
ciones Piblicas (67); a la garantia de la seguridad y confidencialidad de
los datos que obren en ficheros, sistemas y aplicaciones; y a la calidad
de los servicios prestados por medios electronicos (68).

El texto legislativo estatal dedica parte de su articulado, también, a
la defensa de los derechos de los ciudadanos —atribuyendo dicha fun-
cién a la Comisién Coordinadora de las Inspecciones generales de los
servicios de los departamentos ministeriales en la Administracién General

(65) Vid., sobre el principio de responsabilidad en el dmbito de las TICs, VALERO TORRUOS, J.,
«Responsabilidad patrimonial de la Administracién piblica por difusion de contenidos propios en
Internet», en CAVANILAS MUGICA, S. (coord.), Responsabilidades de los proveedores de informacién
en Internet, Comares, Granada, 2007, pags. 107 a 133.

(66) Respecto de los principios que han de presidir el acceso electrénico, vid. articulo 4 de
la LAECAP.

(67) Los sistemas de firma electrénica se regulan en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre.

(68) Vid. articulo 6 de la LAECAP.
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del Estado—, a la garantia de prestacién de servicios, a la disposicion
de medios e instrumentos electrénicos y a las transmisiones de datos entre
Administraciones Piblicas (69).

Se impone, ademdés, el deber garantizar en cada Administracién
Publica, al menos, la existencia de un sistema de registros electrénicos
suficiente para recibir todo tipo de solicitudes, escritos y comunicaciones
dirigidos a aquélla; sin perjuicio de la celebracién de convenios de colo-
boracién que permitan habilitar a sus respectivos registros para recibir
documentacién competencia de otra Administracion. Por tanto, han de
automatizarse, en la Administracién estatal, las oficinas de registro fisicas
a las que se refiere el articulo 38 de la LRJ-PAC.

El texto legal en cuestién deja constancia de la necesidad de que la
implantacién de la aplicacién de los medios electrénicos a la gestion de
los procedimientos, procesos y servicios vaya precedida de la realizacién
de un andlisis de redisefio funcional y de simplificacién en el que se con-
sideren los siguientes aspectos: la supresién o reduccién de la documen-
tacién requerida a los ciudadanos; la previsién de medios o instrumentos
de participacién, transparencia e informacién; la reduccion de los plazos
y tiempos de respuesta; y la racionalizacién de la distribucion de las car-
gas de trabajo y de las comunicaciones internas (70). En este sentido, se
regula la utilizaciéon de los medios electronicos en las distintas fases del
procedimiento: iniciacién, instruccién y terminacién (71).

Resulta ineludible constatar que el articulado final de la norma estatal
estd referido, en cambio, a la reutilizacién de aplicaciones y transparencia
de tecnologias. Sobre esta cuestion, se atribuye a las Administraciones
titulares de los derechos de propiedad intelectual de aplicaciones, desarro-
lladas por sus servicios o que hayan sido objeto de contratacién, la facultad
de ponerlas a disposicion de cualquier Administracién sin contraprestacion
y sin necesidad de convenio. Incluso, las mencionadas aplicaciones pueden
ser declaradas fuentes abiertas cuando de ello se derive una mayor trans-
parencia administrativa o se fomente la incorporacién de los ciudadanos
a la Sociedad de la Informacién (72).

(69) Vid. articulos 7 a 9 de la LAECAP.
(70) Vid. articulo 34 de la LAECAP.

(71) Vid. articulos 35 a 39 de la LAECAP.
(72) Vid. articulo 45 de la LAECAP.
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En consecuencia, puede afirmarse que la implantacién y la ade-
cuada utilizacién de las tecnologias de la informacién y la comunicacién
favorecen la transparencia de la Administracién Piblica en los distintos
procesos de planificacién y gestién urbanistica y ambiental del suelo, y
el ejercicio de los derechos de informacién y participacion ciudadana
en este dmbito.
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